ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA                               

                                                       RADICACIÓN: 66001 31 09 006 2018 00055 01
                                                                ACCIONANTE: ORLANDO RICO MIRANDO VS. COLPENSIONES
ASUNTO: REVOCA- CONCEDE AMPARO 


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
       Sentencia  – 2ª instancia –15 de agosto de 2018

Proceso:    
       Acción de Tutela

Radicación Nro.           66001 31 09 006 2018 00055 01

Accionante:                  Orlando Rico Mirando

Accionada:                   Colpensiones y otra
Magistrado Ponente:   Jairo Ernesto Escobar Sanz

Temas: 



DERECHO DE PETICIÓN/ NORMATIVA/ DEVOLUCIÓN DE SALDOS / ACCIONANTE SUJETO DE ESPECIAL PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL / NO HUBO RESPUESTA DE FONDO, CONGRUENTE Y ADECUADA POR PARTE DE COLPENSIONES y PROTECCIÓN S.A /CONCEDE AMPARO.
6.5.6. Por lo tanto,  COLPENSIONES y PROTECCIÓN S.A. no han cumplido con sus obligaciones como entidades administradoras de las pensiones, toda vez que el accionante continúa con su incertidumbre de si le asiste o no la devolución de saldos. Nótese que cada una de las entidades se dedicó a endilgar a la otra la responsabilidad sobre las presuntas inconsistencias que registra el mismo en su historia laboral o a señalar que presenta mulitiafiliación cuando se tiene certeza que en la actualidad el actor está afiliado a PROTECCIÓN S.A.  De tal manera, que ni COLPENSIONES ni  PROTECCIÓN S.A. se han sujetado a las normas y procedimientos legales que les asiste a cada parte, pues le están trasladando injustificadamente al peticionario las fallas o deficiencias en el manejo de la información que están obligadas a guardar en sus archivos, lo que deriva en una falta de  sujeción a las normas y procedimientos legales que les asiste a las demandas.

6.5.7.  Lo anterior, si se tiene en cuenta que el actor es un  sujeto de especial protección por ser una persona de 70 años de edad y en tal virtud, las accionadas debieron tener un trato preferente a la hora de responder sus inquietudes, en cumplimiento de un debido proceso en el trámite y actuaciones administrativas reguladas en el sistema general de pensiones, pues se advierte que la accionadas están sometiendo al actor al rigor de proceso interno administrativo, el cual resulta  desproporcionado y lesivo de sus garantías fundamentales, por cuanto el señor Rico Miranda se encuentra en debilidad manifiesta por cuanto no cuenta con un empleo que le permita solventar sus necesidades económicas y la de su cónyuge, quien también tiene menguada su salud.

(…)
6.5.9.  Así las cosas, esta Corporación considera que de conformidad con las circunstancias especiales del señor Rico Marulanda, procede la acción de tutela con el fin de que PROTECCIÓN S.A. y COLPENSIONES adelanten cada una los trámites administrativos y crucen las informaciones con las que cuenten cada una para que PROTECCIÓN S.A. proceda a responder de fondo, de manera congruente y adecuada al señor Rico Miranda su solicitud de devolución de saldos radicada en ese fondo el 8 de noviembre de 2017. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, quince (15) de agosto de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.0685
Hora: 3:40 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el accionante, señor Orlando Rico Miranda frente al fallo proferido el 25 de junio de 2018 por el Juzgado 6º Penal del Circuito con función de Conocimiento de esta capital, dentro de la acción de tutela instaurada en contra de COLPENSIONES y la AFP Protección S.A. al considerar vulnerados sus derechos fundamentales de petición, seguridad social, mínimo vital y a la dignidad humana.
2. ANTECEDENTES
2.1. El 1º de junio de 2017 el señor Orlando Rico Miranda se afilió al fondo de pensiones Protección S.A. con el fin de cubrir los riesgos de invalidez, vejez y muerte, proveniente de COLPENSIONES.

El 8 de noviembre de 2017 el señor Rico Miranda radicó ante la AFP Protección  S.A. la solicitud prestación económica por vejez, sin que a la fecha de interposición de esta acción constitucional hubiera recibido respuesta al respecto, aunque si le indicó que se encontraba activo en Colpensiones, proceso de múltiple vinculación, el cual se pudo solucionar desde el 1º de junio de 2017 que fue cuando se afilió a la AFP Protección S.A.

Consideró que la AFP Protección S.A. no ha corregido lo correspondiente a la vinculación ante ASOFONDOS, lo que le impide resolver su solicitud de pensión de vejez y según información de COLPENSIONES, este es un procedimiento entre fondos, lo cual vulnera su derecho fundamental a la seguridad social, por cuanto no cuenta con los recursos económicos dado que no puede laborar, además debe cuidar a su cónyuge que padece de cáncer.
Mencionó que actualmente tiene 70 años de edad lo que lo hace una persona de especial protección constitucional.  Por lo tanto, solicitó el amparo de sus derechos fundamentales de petición, seguridad social, mínimo vital y a la dignidad humana y en tal virtud, se ordene a la AFP Protección S.A y a Colpensiones corregir el error de múltiple vinculación y así se pueda resolver su petición de pensión de vejez.

2.2.  Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 3-160). 
3. RESPUESTAS A LA DEMANDA DE TUTELA

3.1.  COLPENSIONES

Informó que mediante un oficio del 7 de mayo de 2018 se dio respuesta de fondo a la solicitud del accionante con fecha del 23 de abril de 2018, despareciendo la presunta causa vulneradora de derechos fundamentales objeto de protección. Por tal razón, consideró que se da una carencia actual de objeto por hecho superado y en tal sentido, solicitó que se declare la improcedencia de la acción de tutela (Fls. 22-24).

Adjuntó copia de la comunicación enviada al accionante (Fls. 25 y 26).

3.2.  AFP PROTECCIÓN S.A.

Informó que el señor Rico Miranda se afilió a ese fondo desde el 2 de junio de 2017, quien el 8 de noviembre de 2017 presentó la solicitud de prestación económica por devolución de saldos por vejez.   Por lo tanto, se dio inicio al proceso de reconstrucción de su historia laboral; que sin embargo, se vio frenado debido a que de manera sorpresiva en el Sistema Interactivo de la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público OBP se encuentra reportado el mensaje de error No. 3943 “BENEFICIARIO REPORTADO COMO AFILIADO AL ISS/COLPENSIONES”.
Señaló que para solucionar el error referido, esa entidad solicitó a Colpensiones que corrigiera dicha inconsistencia y actualizara la información en sus bases de datos y enviara esa novedad a la OBP.  De tal manera que una vez Colpensiones realice dicha gestión, se procederá a continuar con el trámite de la solicitud del actor.

Consideró que esa AFP ha obrado conforme al procedimiento constitucional y legal en lo que respecta a la prestación económica por sustitución pensional solicitada por el actor. 

Precisó que la acción de tutela no puede ser utilizada cuando existen otros mecanismos de defensa judicial, toda vez que el presente asunto concierne al pago de una prestación económica que debe ser resuelta por el juez ordinario laboral y en este asunto, no se observa que el accionante se encuentra frente a un perjuicio irremediable. Por lo tanto, consideró que la demanda de amparo no debe prosperar.

Manifestó que en el evento de que se llegue a condenar a esa entidad, solicitó que el fallo sea proferido como mecanismo transitorio, es decir, hasta que la autoridad competente dentro de un proceso ordinario se pronuncie sobre la procedencia o no de la prestación económica reclamada por el actor (Fls. 27 y 28).  

Adjuntó copia de la solicitud de devolución de saldos y del “pantallazo” del Sistema Interactivo de la OBP donde se evidencia el error reportado para el caso del actor (Fls. 29-35).

4.  DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 25 de junio de 2018,  el Juzgado 6º Penal del Circuito  de esta ciudad resolvió no tutelar los derechos fundamentales invocados por el señor Orlando Rico Miranda por considerar que las entidades accionadas respondieron sus solicitudes. En cuanto a la derecho de la seguridad, consideró el A quo que la AFP no ha negado la afiliación a ese fondo, ni ha negado la devolución de saldos, en el entendido, de que el actor no presenta multivinculación, sino que en el sistema aparece una inconsistencia que se generó por unos pagos tradicionales que el afiliado registra en los períodos 01/02/1973-03/03/1981, por lo que el procedimiento seguiría su curso una vez se corrija tal inconsistencia.  En lo que respecta al mínimo vital, argumentó que el accionante al haber dejado de laborar desde el año 2017, se entiende que ha podido subsistir todo este tiempo (Fls. 37-40)

El señor Orlando Rico Miranda fue notificado del anterior fallo mediante el oficio No.939 del 25 de junio de 2018, el cual fue recibido por el accionante el 26 de junio siguiente (Fl. 41).
5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 29 de junio de 2018, el señor Rico Miranda allegó un escrito en donde manifestó que el fallo de primer nivel no se ajustó a los hechos y antecedentes que motivaron la presente acción de tutela, ni al derecho invocado, “por error de hecho y de derecho” en el examen y consideración de su petición, al haber negado el mandato legal de garantizar al afectado el pleno goce de sus derechos, lo cual fundó en argumentos inexactos cuando no erróneos.

Indica que el A quo tampoco verificó las pruebas allegadas en las cuales se observa que el proceso de pensión y/o devolución de saldos inició el 8 de noviembre de 2017, es decir, casi 8 meses y por negligencia de las entidades no se le ha reconocido lo pedido.  Señaló que Colpensiones no solo tiene conocimiento de la solicitud que tiene pendiente en la AFP Protección desde el 23 de abril de 2018, sino que este fondo  informó que ya solicitó a Colpensiones corregir la inconsistencia desde el primer día de su petición, a lo cual hizo caso omiso.

Presume que la primera instancia no examinó las conductas omisivas de las entidades accionadas, si se tiene en cuenta que el tipo de inconvenientes que presenta debe ser resuelto por ambos fondos y no trasladar las inconsistencias al afiliado.  

Aclara que no cuenta con los recursos económicos para la manutención suya y la de su esposa que padece cáncer, además porque tiene  casi 70 años de edad y la solicitud de la prestación por vejez ante la AFP Protección se hizo con el fin de mejorar la calidad de vida de su cónyuge.  Por lo tanto, solicitó que se protejan sus derechos fundamentales (Fls. 44 y 45)
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación establecer si la decisión adoptada por el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario hay lugar a revocar la sentencia, bajo lo argumentos expuestos por la parte impugnante.

6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.3.2. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

6.4. Ahora bien la jurisprudencia de la Corte Constitucional con respecto al término para resolver las solicitudes de pensiones estableció diferentes supuestos en la sentencia T-208 de 2012, para que la entidad encargada de las pensiones resuelva una solicitud frente a un tema de seguridad social, así:

“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo. 

“(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal;

“(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001. 

“Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses respectivamente amenaza la vulneración del derecho a la seguridad social.”
.

Así las cosas, es claro que cuando a la entidad encargada de pensiones se le solicita el reconocimiento de dicha prestación, ella tiene cuatro meses para dar respuesta a la solicitud de fondo, y en todo caso seis meses para tomar las medidas necesarias para empezar a pagar las mesadas pensionales. Es clara la jurisprudencia al establecer que el desconocimiento de dichos términos, no sólo acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición, sino también del derecho a la seguridad social, al mínimo vital y a la vida digna; por lo cual a partir de ese entonces, se vuelve procedente el amparo constitucional
.  

En conclusión, en virtud de artículo 23 Superior, las personas tienen el derecho de presentar peticiones respetuosas a la administración y a recibir una respuesta que llene los requisitos planteados por la jurisprudencia en la materia. Dicho derecho cobija las solicitudes que se hagan en materia pensional, frente a las cuales la entidad tiene cuatro meses para dar una respuesta de fondo. Cuando dicho plazo se incumple, no sólo se vulnera el derecho de petición, sino que también se ponen en riesgo los derechos al mínimo vital, a la vida digna y a la seguridad social, frente a lo cual debe entrar el juez constitucional a proteger a la persona.”  (Subrayas propias)

Frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente:

“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma. (…)”
A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza: 
“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.    2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”
6.4.1. La Corte Constitucional ha definido la naturaleza del derecho a la seguridad social, con fundamento en el artículo 48 Superior, al establecer que se debe garantizar a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social[16] y en especial los derechos pensionales. En efecto, como se indicó en la Sentencia T-250 de 2015[ “el amparo de los derechos sociales fue admitido por esta Corporación desde el año 1992[18], inicialmente bajo la tesis de la “conexidad”, al demostrarse un nexo inescindible entre el derecho social y un derecho fundamental[19]. Sin embargo, la jurisprudencia constitucional abandonó el análisis del carácter fundamental de los derechos sociales a partir de argumentaciones ajenas a la naturaleza propia del derecho como lo proponía la tesis de la conexidad[20], para afirmar que todos los derechos constitucionales son fundamentales, y aquellos que tienen una faceta esencialmente prestacional son susceptibles de protegerse por vía de tutela, una vez se han definido por el Legislador o la administración en los distintos niveles, las prestaciones debidas de forma clara y precisa, de manera que constituyan derechos subjetivos de aplicación directa[21]. En materia del derecho a la seguridad social, esa Corporación estableció que
:
 

“(…) una vez ha sido provista la estructura básica sobre la cual ha de descansar el sistema de seguridad social, lo cual, además de los elementos ya anotados –prestaciones y autoridades responsables-; a su vez supone el establecimiento de una ecuación constante de asignación de recursos en la cual están llamados a participar los beneficiarios del sistema y el Estado como último responsable de su efectiva prestación; la seguridad social adquiere el carácter de derecho fundamental, lo cual hace procedente su exigibilidad por vía de tutela (…)”[22]
6.5.  DEL CASO EN CONCRETO
6.5.1. El señor Orlando Rico Marulanda acudió a la acción de tutela con el fin de que se le proteja sus derechos fundamentales de la seguridad social, a la vida digna, al mínimo vital, al debido proceso, petición, a la protección a las personas que se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta y al de petición, al principio de legalidad, los que consideró vulnerado por la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES y la AFP PROTECCION S.A, en atención a que esas entidades no han resuelto de fondo su petición de corrección al error de la múltiple vinculación y a su vez al reconocimiento de la devolución de aportes radicada en esa entidad el 8 de noviembre de 2017.  

6.5.2. Dentro de las pruebas allegadas con la demanda de tutela no se observan las peticiones elevadas por el señor Rico Miranda ante las entidades accionadas; sin embargo, obra dentro de la foliatura los siguientes documentos:

· Oficio del 08/11/2017 de Protección Pensiones y Cesantías en la que le indican al señor Rico Miranda que han recibido su solicitud de prestación económica de vejez  y que se había dado inicio a la misma (Fls. 4-7).

· Oficio del 24/04/2018 de Colpensiones en la que le indican al señor Rico Miranda que se ha recibido la solicitud de revisión de su caso por encontrarse multiafiliado en pensiones y que la misma sería trasladada a la Dirección de Afiliaciones de esa por ser el área encargada al respecto y que una vez se conociera el resultado de su requerimiento, se enviaría la respuesta pertinente (Fl. 8). 

· Oficio del 14/08/2017 de Protección Pensiones y Cesantías en la que le indican al señor Rico Miranda que han recibido su solicitud de reconstrucción de su historia laboral y que para proceder a la corrección de los períodos relacionados, los cuales no se encuentran acreditados correctamente en la misma, era necesario que enviara el soporte de los pagos, copia del contrato laboral, los períodos y las empresas en las cuales había laborado (Fl. 11).
6.5.3.  Por su parte, Colpensiones informó al juzgado de primer grado que había respondido al señor Rico Miranda su solicitud mediante el oficio BZ2018_4700785-1234265 del 7 de mayo de 2018 y por lo tanto solicitó, que se declarara un hecho superado dentro de la presente actuación (Fls. 22-24).  Al respecto, se pudo verificar que Colpensiones en la mencionada respuesta, le puso de presente al accionante que revisada la base de datos del Sistema de Información de Administradoras de Fondos de Pensiones SIAFP, se halló que el mismo no se encontraba multivinculado, sino que se había encontrado una inconsistencia generada por la activación del sistema ante la existencia de unos pagos tradicionales en los períodos 01/02/1973 – 01/03/1981 con los aportantes 03018400051 -03022000352, se le dijo que una vez normalizada tal situación en la historia laboral, se inició el proceso interadministrativo con el fin de actualizar su estado de afiliación y en tal virtud, se pondrían en contacto con la AFP PROTECCIÓN para que esta le enviara los soportes referentes a su afiliación al RAIS y proceder a realizar las modificaciones a que hubiera lugar en su sistema (Fls. 25 y 26).
6.5.4.  A su turno, la AFP PROTECCIÓN informó que solicitó a COLPENSIONES que corrigiera la inconsistencia que le aparece en el Sistema Interactivo de la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público OBP, teniendo en cuenta que el señor Orlando Rico Miranda está válidamente afiliado a PROTECCIÓN S.A. y una vez se elimine el mensaje de erro, se podrá analizar si el accionante tiene derecho o no a la devolución de saldos.

6.5.5. Enfrentadas así las partes, esta Sala considera que tanto  COLPENSIONES como la AFP PROTECCIÓN no han atendido las solicitudes del accionante, pues ambas entidades tienen la posibilidad de verificar todos los datos del señor Orlando Rico Miranda, tales como la existencia de las semanas cotizadas en su historia laboral y si se encuentra o no multivinculado.  Al respecto, no obra dentro de la foliatura prueba alguna que permita inferir que COLPENSIONES hubiera solicitado a la AFP PROTECCIÓN S.A.  los soportes de la afiliación del actor al RAIS, ni se advierte petición de PROTECCIÓN S.A. a COLPENSIONES con el fin de que corrigiera y actualizara las inconsistencias que reporta el accionante, lo que significa que las determinaciones de las entidades accionadas no han sido congruentes, lo que no solo vulnera el derecho fundamental del petición del señor Rico Mora sino el de la seguridad social y por ende el del mínimo vital.  Al respecto, la Corte Constitucional en la sentencia T-040 de 2014 advirtió lo siguiente:
“…que cuando se ponen en conocimiento de la entidad administradora, hechos que tienen relevancia o incidencia directa en el reconocimiento de la prestación económica y no son atendidos diligentemente, a pesar de tratarse de situaciones que la entidad misma está en la posibilidad y en el deber de verificar, como la existencia de semanas cotizadas en periodos determinados, se produce una vulneración al debido proceso, en cuanto se adopta una decisión que no consulta la totalidad de los pedimentos y las circunstancias fácticas expuestas por el asegurado, esto es, surgiría una decisión incongruente por parte de la administración. La conclusión a la que se llegó en dicha oportunidad es que los procesos administrativos en materia de seguridad social exigen a quienes los administran una especial atención en la resolución de solicitudes con base en información fidedigna, y en los hechos sobre los cuales se solicita el reconocimiento del derecho pensional, tales como la existencia de periodos cotizados no registrados en el expediente pensional y la inexactitud o actualización de ésta. La omisión total o parcial de ésas circunstancias incide negativamente contra el debido proceso, cuyo desconocimiento puede redundar contra otros derechos, como el mínimo vital o el derecho a la seguridad social, casos en los cuales procede la acción de tutela.”
6.5.6. Por lo tanto,  COLPENSIONES y PROTECCIÓN S.A. no han cumplido con sus obligaciones como entidades administradoras de las pensiones, toda vez que el accionante continúa con su incertidumbre de si le asiste o no la devolución de saldos. Nótese que cada una de las entidades se dedicó a endilgar a la otra la responsabilidad sobre las presuntas inconsistencias que registra el mismo en su historia laboral o a señalar que presenta mulitiafiliación cuando se tiene certeza que en la actualidad el actor está afiliado a PROTECCIÓN S.A.  De tal manera, que ni COLPENSIONES ni  PROTECCIÓN S.A. se han sujetado a las normas y procedimientos legales que les asiste a cada parte, pues le están trasladando injustificadamente al peticionario las fallas o deficiencias en el manejo de la información que están obligadas a guardar en sus archivos, lo que deriva en una falta de  sujeción a las normas y procedimientos legales que les asiste a las demandas.

6.5.7.  Lo anterior, si se tiene en cuenta que el actor es un  sujeto de especial protección por ser una persona de 70 años de edad y en tal virtud, las accionadas debieron tener un trato preferente a la hora de responder sus inquietudes, en cumplimiento de un debido proceso en el trámite y actuaciones administrativas reguladas en el sistema general de pensiones, pues se advierte que la accionadas están sometiendo al actor al rigor de proceso interno administrativo, el cual resulta  desproporcionado y lesivo de sus garantías fundamentales, por cuanto el señor Rico Miranda se encuentra en debilidad manifiesta por cuanto no cuenta con un empleo que le permita solventar sus necesidades económicas y la de su cónyuge, quien también tiene menguada su salud.

6.5.8. Al momento de resolver cualquier solicitud de carácter pensional, es obligación de las entidades administradoras, atender las normas y procedimientos que establece la ley, tal como lo reiteró la Corte Constitucional en la Sentencia T-040 de 2014 cuando precisó que: “De lo anterior, se concluye que los procesos administrativos en materia de seguridad social exigen a quienes los administran una especial atención en la resolución de solicitudes con base en información fidedigna, con base en los hechos sobre los cuales se solicita el reconocimiento del derecho pensional, tales como la existencia de periodos cotizados no registrados en el expediente pensional, la inexactitud o actualización de ésta. La omisión total o parcial de ésas circunstancias incide negativamente contra el debido proceso, cuyo desconocimiento puede redundar contra otros derechos, como el mínimo vital o el derecho a la seguridad social”.  Así mismo, concluye dicho precedente que en materia pensional el debido proceso está determinado por las siguientes reglas: “(i) el administrado es sujeto de protección constitucional contra los actos arbitrarios o contrarios al principio de legalidad que se producen en desconocimiento del debido proceso; (ii) el respeto de los derechos fundamentales por parte de la administración en la resolución de una petición pensional involucra una mayor diligencia y cuidado por parte de la entidad administradora; (iii) es incongruente la decisión proferida con información inexacta, máxime si el afiliado manifiesta la existencia de un yerro en la historia pensional, solicita su actualización y la entidad no corrige o verifica dicha situación fáctica, (iv) los efectos adversos de la mora patronal y de la falta de diligencia en el cobro por parte de la AFP, no pueden ser trasladados al afiliado, máxime cuando la omisión impide la consolidación del derecho pensional.”
 
6.5.9.  Así las cosas, esta Corporación considera que de conformidad con las circunstancias especiales del señor Rico Marulanda, procede la acción de tutela con el fin de que PROTECCIÓN S.A. y COLPENSIONES adelanten cada una los trámites administrativos y crucen las informaciones con las que cuenten cada una para que PROTECCIÓN S.A. proceda a responder de fondo, de manera congruente y adecuada al señor Rico Miranda su solicitud de devolución de saldos radicada en ese fondo el 8 de noviembre de 2017. 

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la decisión proferida por el 25 de junio de 2018 por el Juzgado 6º Penal del Circuito de esta ciudad dentro de la acción tutela interpuesta por el señor Orlando Rico Miranda en contra de COLPENSIONES y PROTECCIÓN S.A. En su lugar, se TUTELAN los derechos fundamentales de petición, seguridad social y mínimo vital del señor Orlando Rico Miranda.
SEGUNDO: ORDENAR a PROTECCIÓN S.A. y COLPENSIONES que en el término de quince (15) días contados a partir de la notificación de esta providencia, adelanten cada una los trámites administrativos y crucen las informaciones que reposen en sus archivos del señor Orlando Rico Miranda con el fin de que PROTECCIÓN S.A. proceda en el término de los cinco (5) días subsiguientes, a responder de fondo, de manera congruente y adecuada al accionante  su solicitud de devolución de saldos radicada desde el 8 de noviembre de 2017. 

TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario
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